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SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 20) 


Damos la bienvenida y agradecemos la presencia del señor Ministro de Industria, Energía y Minería e 
interino de Turismo, doctor Bordaberry; del Subsecretario de la Cartera, contador Acle; del Director General 
de Secretaría, contador Saucedo; de la asesora, contadora Morales; del Director Nacional de Energía, 
ingeniero Bermúdez; del Director de Administración, señor González; del Director Nacional de DINAPYME, 
contador Mattos; del director Nacional de Industria, ingeniero químico Durán; del Director Nacional de 
Minería y Geología, ingeniero Puig; del asesor, contador Durán, y del Director Técnico de Propiedad 
Industrial, doctor Fernández. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- En el 
caso del Ministerio de Industria, Energía y Minería se da una situación particular: asumí a fines de 
noviembre del año pasado y los Directores Nacionales que me acompañan -excepto uno- asumieron en 
el presente año. De manera que estamos haciendo una Rendición de Cuentas en la que durante la 
mayor parte del Período no estuvimos al frente del Ministerio. Sin embargo, ello no significa que no se 
haga la Rendición de Cuentas; por el contrario, se contestarán todas las interrogantes que se planteen. 
Para que esto sea más ágil, hemos traído una presentación en Power Point que será repartida a todos 
los señores Diputados y estaremos a disposición para que se formulen todas las preguntas del caso. 


En el Ministerio de Industria, Energía y Minería la primera apreciación que hay que hacer es que casi no hay 
inversiones, a diferencia de lo que ocurre en los de Transporte y Obras Públicas, de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente e, inclusive, en el de Turismo, que tiene una gran parte de inversión en 
promoción, como vimos la semana pasada. 


Las inversiones en el Ministerio de Industria, Energía y Minería se destinan al funcionamiento de la sede y al 
equipamiento. La ejecución, en muchos de los supuestos, es bastante baja, principalmente porque, como 
veremos luego, una gran parte de los gastos surge de lo que se llama libre disponibilidad que, como es obvio, 
está sujeta a los avatares de la recaudación; creo que no hay que insistir en lo que fue la recaudación en el 
país el año pasado. Nos pareció importante presentar, en primer lugar, cuánto era lo presupuestado, lo 
ejecutado y el porcentaje de ejecución, porque es una pregunta que siempre formulan los señores 
legisladores. Todos estos datos se ampliarán en gráficas siguientes. 


Con respecto a las retribuciones personales -el primer rubro que se señalaba en la gráfica anterior-,existen dos 
fuentes de ingresos: la de Rentas Generales y la de libre disponibilidad. Obviamente, hay distintos topes. En 
cuanto a la libre disponibilidad, la explicación de lo ejecutado es, sencillamente, el nivel de recaudación. En 
el caso de Rentas Generales, se han planteado diferencias, sobre todo, porque han existido ahorros derivados 
de que no se han hecho horas extras y de que hubo menos becarios; obviamente, no tiene que ver con los 
salarios de los funcionarios. 


En cuanto a los gastos de funcionamiento, se puede hacer la misma apreciación que con relación a la libre 
disponibilidad; al existir menores ingresos por libre disponibilidad -más adelante veremos cómo afectó la 
baja recaudación a cada Dirección- obviamente, en los gastos de funcionamiento hay una necesidad de 
ajustar los presupuestos a la situación. En el caso de Rentas Generales, en lo que refiere a la ejecución, ya 
estamos más cercanos al tope existente. 


Lo mismo se aplica a las inversiones. En el aspecto de libre disponibilidad se nos estableció aquí un tope 
mayor. Sin embargo, no son cifras muy importantes en lo que refiere al Presupuesto General del Estado. Las 
inversiones -como se verá más adelante- son principalmente en equipamiento, en reformas edilicias, en 
mantenimiento, etcétera. 


Esta imagen muestra los porcentajes de ejecución, que es una pregunta que el señor Diputado Ibarra siempre 
me hace. Por ello me pareció bueno traer los porcentajes de funcionamiento por anticipado. 


También me pareció importante saber en qué gasta el Ministerio. A todos nos ayuda saber en qué gasta su 
dinero el Ministerio. Resulta obvio que nuestro Ministerio, como dije antes, no es de inversión como el de 
Transporte y Obras Públicas o el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; sus distintas 
Direcciones realizan actividades concretas que no son propiamente de inversión sino relativas a 
funcionamiento, trámites, registro, etcétera, que llevan a un mayor gasto en retribuciones personales y en 
funcionamiento. Obviamente que la inversión en esto es muy menor. 


En esta nueva imagen vemos qué es lo que ha afectado fundamentalmente a la parte de ejecución. Esta es la 
diferencia entre la recaudación estimada en la Ley_de Presupuestos para el año pasado y lo que fue la 
recaudación real. La enorme diferencia que existe entre estos dos valores se ve claramente, salvo en los 
cánones que pagan las empresas privadas; allí hay una cuestión contractual y, por ende, no depende de 
cuántas marcas se presenten -como puede ser el caso de la propiedad industrial-, de cuantos formularios 
venda la Dirección Nacional de Industrias o de cuántas inspecciones haga Metrología Legal, sino que en esos 
casos hay un contrato, del que se paga el 100%. Allí pueden ver la diferencia y cómo fue afectado. 


En el caso de las retribuciones personales, podemos ver cómo se distribuyó lo que corresponde a Rentas 
Generales, a libre disponibilidad y al total ejecutado, según cada Dirección; las cifras están en millones de 
pesos. Me pareció que esto también podía interesar a los señores Diputados. 


En cuanto a los gastos de funcionamiento, podemos ver cómo algunas Direcciones tienen mucha mayor 
dependencia de los rubros de libre disponibilidad en lo que refiere a funcionamiento, como es el caso de la 
Dirección Nacional de la Propiedad Industrial; otras tienen una menor dependencia en lo que refiere a sus 
gastos de funcionamiento y a cómo se ejecutaron. 


En esta nueva imagen vemos que las inversiones no fueron muy importantes. La Dirección Nacional de 
Pequeña y Mediana Empresa fue la que más invirtió; lo hizo en reformas edilicias, que eran necesarias e 
imprescindibles dado el estado en que se encontraban las oficinas, las que se están continuando este año. En 
el resto no hay grandes inversiones, porque la propia actividad no las requiere. 


Esta imagen muestra la parte que se financia por Rentas Generales y la parte que se financia por libre 
disponibilidad. 


Nos parecía importante que también se vieran los datos relativos a la cantidad de funcionarios. En el caso de 
los pases en comisión, en noviembre, cuando llegamos al Ministerio, había 38; a fin de año quedaban 21 y 
ahora, luego de la aplicación de la Rendición de Cuentas del año pasado, restan sólo 15. No se ha agregado 
ninguno; sólo hemos reducido la cantidad a lo que, de acuerdo con los informes que se nos ha hecho llegar, 
resulta estrictamente necesario para el cumplimiento de las funciones. 


Además, hay 22 funcionarios en trámite de incorporación y pasantes y consultores que incluimos por una 
cuestión de claridad de la información. Se trata de personas que los organismos internacionales contratan y 
trabajan en nuestro Ministerio, cumpliendo con los controles legales correspondientes; aparecen en el rubro 
"Otros vínculos", pero nos parecía que el Parlamento debía estar enterado de ello. 


En el caso de los becarios, la cifra es notoriamente inferior a la que había antes. 


Como ya dije, más que de inversión se trata de tareas que realizan las distintas Direcciones. En el caso de 
Metrología Legal se hace referencia a los instrumentos verificados en 2002. Hay algunos números que por lo 
menos a mí me llamaron la atención. Me refiero a que se verificaron 261.000 termómetros clínicos y se 
estima que este año se alcanzarán los 300.000. Es una cifra llamativa, sobre todo cuando sólo tres personas se 
dedican a esa tarea; obviamente, esto demanda horas-hombre, y esto repercute en las retribuciones. 


Nos pareció importante incluir un dato que tiene que ver con el motivo por el que han bajado los ingresos, 
que es el cierre de 3.448 comercios. 


Reitero que hay una gran "inversión" -entre comillas- en trabajo de los funcionarios. En el año 2002, la 
Dirección Nacional de Industrias manejó un total de 47.852 expedientes, principalmente relacionados con 
exoneración de tributos de importación de bienes de capital y sus partes, licencias de importación, 
habilitación de vehículos, cumplidos de exportación, etcétera. Es obvio que esta cantidad de expedientes para 
tramitar anualmente representa una tarea que recarga a los funcionarios. 


En esta Dirección está la División de Defensa Comercial y Salvaguardias, que es parte esencial de la 
estrategia que aplicaba y aplica el Ministerio y que refiere a asegurar la competencia en igualdad de 
condiciones; ya hemos hablado de este tema con los señores Diputados. En este sentido, hay un departamento 
especializado que presta asistencia a las empresas nacionales que solicitan la realización de investigaciones 
antidumping. También las empresas exportadoras nacionales objeto de este tipo de acciones en el exterior 
solicitan investigaciones; todos sabemos que las barreras paraarancelarias pueden venir por denuncias de este 
tipo y quizás los exportadores uruguayos no tengan la capacidad económica o financiera de enfrentar este 
tipo de investigaciones. Asimismo, esta División realiza la obvia difusión de las obligaciones y derechos 
derivados de los acuerdos de la Organización Mundial del Comercio entre los agentes económicos 
nacionales, lo que nos evita la tarea señalada anteriormente y nos lleva a dar más trabajo en lo que refiere a la 
primera mencionada. Por último, ha sido esencial la participación en las reuniones negociadoras del 
MERCOSUR para que esté presente la visión de la industria, que no decimos que sea la única ni la mejor, 
pero siempre es importante que esté cuando se negocian acuerdos, porque no la encontramos en otros 
sectores de la economía ni del Estado uruguayo. 


En la Dirección Nacional de Industrias también encontramos la División de Competitividad Industrial que 
participa en el apoyo en las negociaciones bilaterales y multilaterales -que han sido muchísimas- y en el 
análisis de potencialidad de exportación hacia Brasil, España y otros países; en todo momento se analiza 
cómo inciden los aranceles, los ingresos y los acuerdos con esos países para hacérselo saber a los sectores de 
la economía que tienen esa potencialidad de exportación. Además, se realiza el análisis sistemático del 
comercio exterior del Uruguay y de los demás países del MERCOSUR a través de informes que nos dicen 
cómo estamos y qué está sucediendo, lo que muchas veces nos permite identificar variaciones que unas veces 
dependen de la economía y, otras, de medidas específicas que se toman en algunos sectores y que es bueno 
tener presente. Se efectúa el monitoreo de la actividad industrial y de la coyuntura económica nacional y 
regional con las perspectivas y la evolución que va teniendo la competitividad en los distintos mercados, 
además de informes orientados a la captación de inversores extranjeros en áreas esenciales para el país y la 
coordinación. Además, se realiza la coordinación del Subgrupo N* 7 del MERCOSUR, que también está a 
cargo del Ministerio de Industria, Energía y Minería a través de la Dirección Nacional de Industrias. 
Inclusive, se efectúan actividades de promoción industrial. En el año 2002 se promovieron 25 proyectos por 
un monto total de US$ 73:000.000; las localizaciones principales fueron Montevideo, San José y Canelones y 
los sectores fundamentales fueron el alimenticio, el textil y la industria del cuero. 


También se llevan adelante investigaciones en el marco de los acuerdos de la Ronda Uruguay del GATT; en 
algunos se ha llegado a la aplicación de medidas, como en el caso del aceite. En el gráfico figuran la empresa 
solicitante, el país que fue denunciado, la fecha del inicio, las medidas tomadas y la fecha en que se aplicaron 
las medidas. A veces se trata de no llegar a la aplicación de medidas -como lamentablemente ocurrió con 
Argentina en el caso de los aceites, pero era lo que correspondía desde el punto de vista legal-, tratando de 
acercar a las partes para encontrar soluciones que sean satisfactorias para todos. En algunas oportunidades se 
cierra con un acuerdo entre las partes -eso está previsto—, pero a veces debemos aplicar medidas y lo 
hacemos. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- ¿Concretamente cuáles son las medidas materiales y jurídicas que se 
pueden tomar cuando se habla de cierre con aplicación de medidas? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- Voy a 
pedir al señor Director Nacional de Industrias que mencione cuáles fueron las que tomamos en el caso 
del aceite, que fueron las últimas y están siendo un poco controvertidas por la República Argentina, 
pese a que se siguieron todos los procedimientos correspondientes. 


SEÑOR DURÁN.- Todos los casos de cierres con aplicación de medidas estuvieron referidos a aceites, 
ya sea puros o mezcla. Fueron dos investigaciones que se hicieron; la primera -relativa a aceites 
mezcla- fue solicitada por COUSA y la segunda fue hecha de oficio, a pedido del Gobierno. Las 
medidas consistieron en la aplicación de derechos antidumping, una vez demostrada la existencia de 
dumping, de daño a la industria nacional, y de una relación causal entre las importaciones objeto de 
dumping y el daño causado a la industria nacional. 


Los derechos antidumping aplicados dependen de cada uno de los exportadores y del margen de dumping que 
ellos practicaron. De allí que el Decreto contemple distintos niveles de derecho antidumping, que dependen 
del exportador y de la conducta que hubiere tenido. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- El año pasado el Gobierno uruguayo hizo un esfuerzo importante para 
dar solidez a la industria nacional de aceites, pero cuando sobrevino la crisis brutal que vivimos -que se 
desencadenó a raíz de la situación bancaria y financiera-, en determinado momento el precio de los 
aceites se fue a las nubes. La actuación de la Dirección Nacional de Industrias había determinado que 
los aceites importados pasaran a tener mucho menor presencia en el mercado uruguayo y, en 
consecuencia, el camino quedó expedito para los aceites nacionales. Sin embargo, los aceites nacionales 
pagaron al Gobierno con aquella suba desmedida de precios. Quiero saber qué pasó en esa 
oportunidad, si es que se está en condiciones de dar alguna respuesta al respecto. 


Por otro lado, también quiero preguntar si los aceites nacionales se producen totalmente en el país o si los 
fabricantes también importan de Argentina. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- Antes 
de contestar las preguntas específicas es necesario hacer un planteo conceptualmente más genérico. 


Resulta obvio que en nuestro país -y creo que hasta en la teoría- hubo dos extremos. Uno de ellos decía: 
"Protejamos a la industria nacional sí o sí; levantemos barreras y que no ingrese nadie, porque de esa forma 
nuestra industria necesariamente va a tener a quien vender en el mercado interno"; esto pasó hace muchos 
años. Creo que todos en el Uruguay ya estamos de vuelta de esa teoría, porque sabemos que cuando se 
levantan esas barreras y no existe ningún tipo de competencia, se producen bienes malos, más caros y se 
obliga a la gente a pagarlos a precios superiores. Yo no estoy de acuerdo con esta estrategia. 


Por otro lado -y quizá en un movimiento pendular, a mi juicio, equivocado- en nuestro país hubo quienes 
dijeron: "Removamos todas las barreras; dejemos que se importe todo, sin tener en cuenta de dónde se 
importa, si se hace dumping, si se subsidia o no. La idea es que el mercado regule todo. Y si alguien hace 
trampa, subsidia o hay dumping, no importaba, porque el consumidor" -otro eslogan que hay por ahí- "se 
verá beneficiado porque va a obtener un precio mucho más bajo. Y si alguien quiere subsidiar un producto 
que consumimos y vendérnoslo más barato, que lo subsidie porque el consumidor lo va a comprar más 
barato". Creo que esta posición también es equivocada. 


Considero que las dos posiciones coinciden en algo: son muy cómodas, porque no tenemos que hacer nada. 
En el primero de los supuestos, levantamos las barreras y nos vamos a dormir la siesta, porque las barreras 
trabajan por nosotros. En el otro, tiramos abajo las barreras y nos vamos a dormir la siesta, porque el mercado 
va a hacer todo. 


Me parece que sí son correctas las llamadas políticas activas de comercio, tal como las definía quien me 
antecedió en el Ministerio, el doctor Sergio Abreu: que haya competencia, sí, pero en igualdad de 
condiciones. A mi juicio, esta tarea implica un enorme trabajo, un gran conocimiento de las normas de la 
OMC y del trabajo con los particulares y un profundo conocimiento de los regímenes que están aplicando 
nuestros competidores. También es importante dar un gran apoyo, tarea que realiza la División 


Competitividad a través de la asistencia, las investigaciones antidumping, la asistencia cuando se hacen 
investigaciones antidumping, la difusión de la normativa de la OMC y la participación en las negociaciones. 


Creemos que no hay que asegurar a nadie un mercado ni permitir que alguien compita en él con ventajas. Esa 
es la estrategia que está aplicando el Ministerio. Lo aclaro porque hace ya muchísimos años existió la idea de 
proteger sí o sí a la industria nacional y, con el tiempo, se fue para el otro lado. Además, creo que cuando se 
fue para el otro lado argumentando que el consumidor iba a tener mejores precios, nos olvidamos de que para 
poder consumir el consumidor debe tener ingresos, y para obtenerlos, debe tener trabajo, y para tenerlo, debe 
existir una industria. Entonces, ¿qué nos pasó? Durante mucho tiempo los consumidores en Uruguay 
compraron televisores japoneses u otra cantidad de bienes importados, hasta que un día nos quedamos sin 
consumidores. 


Esto debemos unirlo a dos aspectos que, a mi entender, potenciaron el problema: el atraso cambiario y no 
bajar los costos del Estado, no brindar insumos a precios adecuados; al respecto no hay dos opiniones. 


En el Pacífico Sur dicen que se tienen que dar determinadas condiciones para que se produzca un huracán: la 
luna tiene que estar en una posición, la marea debe bajar y tiene que soplar determinado viento. Si se dan 
estas condiciones, se produce un huracán que arrasa con todo. 


Creo que aquí se dieron las tres situaciones: el atraso cambiario, la teoría de la defensa del consumidor al 
extremo -comprar de cualquier lugar, cuanto más barato, mejor- y no bajar los costos del Estado, y se originó 
un huracán que arrasó con todo. Y arrasó no solo con la industria, sino también con el agro y con todo el 
Uruguay productivo, como yo lo llamo. 


Por eso me parece que la aplicación de estas normas en materia de aceites, solo ante denuncia de parte o ante 
constatación del Ministerio de la existencia de esas medidas, se hizo con absolutamente todos los derechos 
garantizados. La resolución de oficio del 15 de mayo para los aceites puros de Argentina, se adoptó el último 
día del plazo, en el último minuto, después de dar absolutamente todas las garantías. Es decir, no se trata de 
decir que un día nos despartamos en el Ministerio o que alguien nos llamó para decirnos que tenía un 
problema en determinado mercado y que necesitaba que se aplicaran medidas. ¡No! Son procedimientos 
iniciados el 15 de noviembre de 2001, con notificación a todas las empresas involucradas para que realizaran 
sus descargos, con todas las garantías. 


Las decisiones se adoptaron un año y medio después, con un proceso que daba todas las garantías. 


En otros casos, se iniciaron, pero previamente se citaron a las empresas involucradas, para ver si se puede 
llegar a un acuerdo, para decirles lo que todos le diríamos: "Muchachos, no hagan más estas cosas, no se 
puede; lleguen a un acuerdo en conjunto". 


Con respecto a los aceites, yo no lo plantearía diciendo que cuando se adoptó la medida se le pagó al 
Gobierno subiendo su precio. Obviamente, bajo ningún concepto queremos que suba el precio del aceite, 
pero tampoco queremos lo que ya ocurrió: la mayoría de las empresas citadas y notificadas en forma para que 
se defendieran, ni siquiera comparecieron. Y siguieron subsidiando. Entonces, nos parece que está mal que 
no se adopten las medidas que corresponden por derecho. Además, tenían todas las garantías legales. 


Lo que muchas veces ocurre es lo que está pasando, por ejemplo, con Brasil, que compra arroz subsidiado de 
Estados Unidos, en lugar de hacerlo en Uruguay. ¿Es lógico lo que dice la República Federativa de Brasil? 
"Muy bien, compremos arroz subsidiado porque vamos a tener más cantidad para la población para el Plan 
Hambre Cero". Por otro lado, ¿estamos dispuestos a tolerar que haya países que subsidien la producción?". 
Creo que este es el gran partido que hoy se está jugando en el mundo. 


Quienes somos hombres de derecho, tenemos que decir: "Apliquemos las normas; con mucho trabajo, 
apliquemos las normas, y quien subsidia que no lo pueda hacer más". 


Pero, ¿qué es lo que ocurre? Cuando alguien deja de subsidiar o no puede ingresar en forma subsidiada, el 
precio vuelve a ser el habitual. Y aquí nos vemos enfrentados a una situación que yo llamo de "perder 
perder". Por un lado restablecimos la igualdad en la competencia pero, por otro, al no haber alguien 
subsidiando en forma artificial, el precio sube y los precios se restablecen a los precios de producción 
habituales. 


Creo que es un error muy profundo decir que los productores nacionales le pagan al Gobierno, cuando adopta 
una medida de estas, con una suba de los precios. Me parece que son dos cosas distintas. En este caso, a los 
productores nacionales la competencia les está fijando el precio que pueden pagar en base a igualdad de 
condiciones en la importación. Quien no subsidia deja de competir con los precios subsidiados y, por ende, el 
precio vuelve a ser el que debe ser. 


A mí me gustaría que los consumidores pagaran lo menos posible, pero también me gustaría que los 
consumidores tuvieran trabajo para poder pagar. Y ese es el delicado equilibrio en el que debemos estar. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Esto podría derivar en un tema que no corresponde a esta Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda, aunque sí creo que sería bueno plantearlo como un avance 
para el grupo de trabajo especializado en el tema. 


He sido pachequista toda mi vida, y para nosotros la economía social de mercado es una bandera. Recuerdo 
otras épocas, otros Gobiernos. Coincido con el señor Ministro respecto a que los dos extremos son malos. 
Aquello de las barreras terribles y la protección a ultranza en definitiva determinaba que nos fuéramos 
encerrando y perdiendo a futuro la competitividad y la actitud mental para el comercio que debemos tener los 
orientales. ¡Estoy totalmente de acuerdo! 


También estoy de acuerdo con el hecho de que el otro extremo es terrible, porque nos convertimos en 
maquinitas de consumir, con el espejito de que nos vamos a beneficiar como consumidores, pero al final 
terminamos consumiendo lo que no necesitamos. 


Y no olvidemos el problema que se genera para la mano de obra nacional. Reitero que comparto plenamente 
lo manifestado por el señor Ministro. 


Yo soy partidario del camino del medio. Recuerdo que en muchas etapas de la historia del país -en los años 
que llevo vividos y de los que tengo conocimiento-, siempre ha habido quienes han tratado de abusar, tanto 
en un extremo como en el otro. En situaciones como está también estaban quienes trataban de abusar de lo 
que tenían, por lo que acaparaban; en estos casos, salía el Gobierno -como ocurrió en la época de Pacheco- a 
traer papa de Polonia, de Canadá o de Argentina para que la plaza consumidora uruguaya, contara con un 
producto básico y no estuviera en las fauces de quienes todo lo devoraban, aprovechando la situación del 
mercado. 


Todo es discutible, y yo tengo mi manera de pensar al respecto. Lo que no es bueno son las injusticias. Todas 
esas cosas hay que discutirlas. 


Reitero que estamos en la Comisión de Presupuestos y vamos a mantenernos dentro de los parámetros que 
corresponden a ella, y los otros temas los trataremos en la Comisión correspondiente. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- Las 
gráficas que vemos a continuación corresponden a la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial. 
Como se puede apreciar, hay una muy buena relación entre las marcas solicitadas y las marcas 
concedidas. Allí vemos las marcas primarias -las que son nuevas- y las renovaciones, porque las marcas 
duran diez años. 


De 8.791 marcas solicitadas se concedieron 8.491. Además, debemos tener en cuenta las rechazadas, que no 
aparecen en este gráfico. 


En estos momentos vemos una imagen que corresponde a las patentes solicitadas. En este caso la diferencia 
existente radica en un trámite, que incluye períodos de publicaciones y de estudios mucho mayores que el 
que tiene una marca. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Minería y Geología, es importante señalar que de 176.000 
kilómetros cuadrados hay 3.880 kilómetros cuadrados denunciados para la actividad de minería. 


En la actividad minera en el país hay un problema, que estamos tratando de solucionar. De los 3.880 
kilómetros cuadrados solo el 30% está en trámite de explotación efectivamente. Es decir, el 70% está 


exclusivamente en trámite. 


Nosotros atribuimos esto a que hay una gran especulación a partir de la aplicación de la ley de minería. ¿Por 
qué hay gran especulación? En parte porque hay superficiarios que no quieren que les denuncien sus campos 
y, por ende, se anticipan a realizar la autodenuncia para no tener actividad minera en sus tierras. Por otro 
lado, hay gente que directamente especula con la posibilidad de hacer una denuncia y después vender el 
procedimiento a alguien que efectivamente lo explote. 


La estrategia que está llevando a cabo el Director Nacional de Minería y Geología tiene como objetivo que 
los trámites sean lo más breves posible y que los plazos para los distintos derechos que prevé el Código de 
Minería -que comprende la exploración, la prospección y la explotación- comiencen a correr lo antes posible. 


Muchas veces, en los trámites procesales nos encontramos con lo que los abogados llamamos "la chicana del 
actor". Esto es, es el propio denunciante el que no desea que el trámite siga adelante; por el contrario, que sea 
lento a la espera de la posibilidad de venderlo o de tener esta suerte de paraguas para que no le ingrese otro a 
su establecimiento o a su tierra. 


En ese sentido, existían cosas como una doble notificación que se aplicaba sin fundamento legal, 
seguramente copiado del fútbol, con una tarjeta amarilla; una doble amonestación. Ahora estamos yendo 
directamente a la tarjeta roja, sin hacer dobles notificaciones y tratando de que lo antes posible empiecen a 
correr los plazos para que quien hace las denuncias empiece a realizar las tareas o pierdan el derecho de ellas. 


Los plazos son muy largos. Este trabajo recién se va a ver de aquí a dos o tres años. Normalmente, de 
acuerdo con la ley, los plazos para empezar a ejecutar los trabajos son de uno o dos años. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- El señor Ministro señaló que había una cifra de denuncias y un 30% en 
actividad. Las cifras que aparecen en la primera línea de la diapositiva terminan con la misma cifra. 
No sé si esas hectáreas o kilómetros cuadrados corresponden a las denuncias o a la actividad real. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- Lo 
que hay es una conversión de 388.000 hectáreas a 3.880 kilómetros cuadrados. Entonces, se compara 
3.800 kilómetros cuadrados de actividad con los 176.000 kilómetros cuadrados que tiene el país. Las 
primeras cifras son lo mismo. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- ¿Esas son las solicitudes o la actividad? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- Esas 
son las solicitudes. De los 3.880 kilómetros cuadrados, el 30% corresponden a actividad. Pero de 
actividad concreta solamente es el 5%; es decir, de actividad de explotación. O sea que es una cifra 
muy baja, porque hay una cantidad de denuncias, ficticias a nuestro juicio, y solo actividad en el 5% 
de ellas,. es decir, en 200 kilómetros cuadrados. 


Obviamente, lo que sucede es que la exploración o la prospección ocupa áreas mucho más grandes que la 
propia explotación. Pero solamente hay exploración o prospección efectiva en el 30% y explotación en el 5%. 
Nosotros entendemos que acá ha habido un tema cultural, principalmente en el interior del país. Ese tema 
cultural pasa porque alguien denuncia mi predio para la explotación minera y yo no quiero que lo haga, 
porque va a traer gente, va a alambrar, va a haber una servidumbre, va a haber camiones y van a romper los 
caminos. Por ende, antes de que alguien haga eso, me voy a autodenunciar para efectivamente tener un 
paraguas. ¿Qué es lo que hace esa persona a partir de ese momento? Al autodenunciarse aplica lo que decía 
hace un momento, es decir, "la chicana del actor": demora los trámites para que no salgan adelante. 


Además, hay una gran especulación. Por lo general, cuando hay alguien explotando con rentabilidad se 
empiezan a hacer estudios alrededor del yacimiento. ¿Por qué? Porque piensan que cuando se termina ese 
yacimiento van a tener que ampliarlo y se suscitan situaciones en las que uno no sabe si hay especulación 
efectivamente o si en realidad se quiere invertir. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- El tema de la minería es harto interesante. No es que el 70% denunciado 
pero no activo sean todos los que se autodenuncian, pero debe haber un porcentaje importante. 


Quiero hacer dos preguntas. 


En primer lugar, los propietarios de la tierra que explotan un yacimiento debajo de su propia superficie en 
cada uno de los tres casos, ¿qué porcentaje son: el 70%, el 30% y el 5%? 


En segundo término, ¿cuál es la actividad minera que le rinde más al país en ocupación de mano de obra y en 
exportaciones? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- No 
creo que la Dirección Nacional de Minería y Geología tenga el dato de cuánto corresponde al 
propietario y a cuánto corresponde la coincidencia entre el propietario y el que hace la denuncia. Por 
lo general son sociedades anónimas o de responsabilidad limitada; rara vez es el propietario. Pero es 
una información que podemos enviar. 


Sí nos preocupa la especulación. Antes de ceder la palabra al ingeniero Felipe Puig, Director Nacional de 
Minería y Geología, pongo el ejemplo de lo que sucede en Minas de Corrales. Ahí hay una minera que está 
explotando yacimientos de oro próximos a agotarse de aquí a dos, tres o cuatro años. Cuando se fue a ampliar 
las denuncias de los alrededores se encontró con que estaba todo denunciado. Entonces, quien hizo toda la 
inversión -para instalar ahí una empresa que obtenga oro hay que hacer una inversión muy grande, porque no 
se obtiene picando y sacándolo de la piedra, sino que lleva todo un proceso- ahora se ve denunciado por otras 
personas. Nosotros no podemos etiquetarlos como "especuladores", porque no tenemos la prueba de que lo 
sean. Lo que sucedía es que no habían empezado a correr los plazos para que efectivamente ellos explotaran. 
Identificadas esas situaciones, la estrategia aconsejada por la Dirección y que nos parece la correcta, es 
otorgar rápidamente la concesión y que empiece a correr el reloj para que en el plazo exacto tengan la 
obligación de explotar o dejarlo libre. 


Lo que está sucediendo en ese caso es que a partir de ese momento empieza a correr un plazo bastante largo 
de acuerdo con el Código de Minería. 


SEÑOR IBARRA.- En el artículo 232 de la Ley de Presupuesto se destinó una partida determinada 
para el estudio de factibilidad de la explotación de los recursos geológicos del departamento de Rocha. 
Sabemos que se firmó un convenio con la Facultad de Agronomía de la Universidad de la República y 
que se dictó un decreto del Poder Ejecutivo declarando reserva minera a ese sector del territorio. Lo 
que se buscaba era evitar la explotación clandestina. 


Quisiera saber en qué está ese tema, porque para el departamento de Rocha puede tener cierta importancia, en 
el sentido de que sea una explotación controlada. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- En 
cuanto a las preguntas del señor Diputado García Pintos, cedería la palabra al ingeniero Puig para que 
las contestara. No sé si tenemos los datos pero, en cualquier caso, se los podemos enviar. 


En lo que tiene que ver con las arenas negras, estamos previendo que para el mes de noviembre se va a estar 
haciendo la subasta de la sociedad que está constituyendo la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR PUIG.- El porcentaje de superficiarios que explotan sus propios terrenos es variable. En los 
casos de materiales de construcción áridos -como las arenas y el pedregullo-, es bastante alto el 
porcentaje, ya que el Código de Minería prevé que quien tiene la prioridad es el superficiario. Cuando 
viene a hacer la denuncia un tercero, el superficiario tiene el derecho, si quiere, de explotarlo por 90 
días. Si no contesta antes de los 90 días se le otorga el permiso al tercero. En ese caso, la mayoría son 
areneras que compran sus propios terrenos y el porcentaje es bastante alto; no tengo la cifra exacta. En 
los únicos casos que se da es cuando el minero compra el área, como puede haber pasado con la minera 
en Rivera, que compró la superficie. Eso le sirve también para evitarse algunos trámites, ya que tiene 
que pagar un canon. Una parte de ese canon va al Estado y la otra al superficiario. Al ser el mismo, el 


superficiario se ahorra el trámite de tener que pagar. Muchas veces, una vez que el minero identifica el 
yacimiento y lo empieza a explotar, termina comprándolo. Sin embargo, el porcentaje de esos casos es 
bajo; la mayoría se explota a través de terceros. 


En cuanto a la mano de obra que ocupa la minería, ahora no cuento con los datos, pero se los haremos llegar. 


La minería representa el 1.5% de las exportaciones del país, principalmente por el oro, que alcanza los 

U$S 20:000.000. Esto depende del valor de la onza en su momento -porque la capacidad de la empresa es 
única; trabaja los 365 días del año y tiene una determinada capacidad de procesamiento de toneladas de 
piedra- y de la cantidad de oro que haya dentro de la piedra. A ello se deben las posibles variaciones en el 
monto exportado. El oro fue el único mineral que aumentó sus exportaciones -un 14%- durante el año 2002, 
mientras todos los demás cayeron. 


Los otros materiales que se exportan son los granitos. Hay granitos grises muy requeridos por Japón, donde 
se utilizan para las tumbas. La situación actual del dólar está mejorando la competitividad y están 
aumentando estas exportaciones, si bien en el 2002 habían caído. 


Cabe mencionar las exportaciones de piedras semipreciosas de Artigas, que también tuvieron una 
disminución importante el año pasado, pero en el 2003 vienen subiendo en forma acelerada. Por ejemplo, en 
el primer semestre la exportación de ágatas ha duplicado la de todo el año 2002. Ello se debe más que nada a 
las exportaciones a China. 


También había exportaciones de arena del litoral hacia Argentina y de calizas hacia Brasil, pero actualmente 
están muy paradas; sin embargo, estamos esperando una reactivación. 


Con los mineros de Artigas se está llevando adelante un plan. Ellos hicieron una propuesta de formar una 
cooperativa de productores para acopiar las piedras y así ser más competitivos al vender lotes más grandes en 
el exterior y eliminar la etapa de Brasil. Actualmente, los brasileños vienen, compran y trasladan las piedras a 
Brasil; así mejoran sus lotes porque, en el caso de las amatistas, las nuestras son de mejor calidad. Esto 
significa un paso extra: hay que vender a Brasil y los brasileños son quienes exportan. Por esta razón, los 
mineros plantearon a la Corporación Nacional para el Desarrollo un proyecto por el cual formarían una 
cooperativa, acopiarían el material y después lo exportarían. 


Por otro lado, también plantearon una serie de proyectos a los que el Ministerio ha ido buscando soluciones 
como, por ejemplo, el relativo a la electrificación de las canteras, que significaría una mejora en la 
competitividad. El tema es que dicha electrificación cuesta U$S 1:500.000 y estamos tratando de ver cómo se 
pueden financiar esas inversiones. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- Me 
gustaría decir algo antes de que se pase a otra diapositiva. Es importante tener en cuenta que lo que se 
está buscando con la minería en Artigas y en Rocha es generar mayor ocupación. Estamos trabajando 
con los mineros en un fondo de reconversión de la energía para pasar de gas oil a energía eléctrica, lo 
que permitiría ocupar a mucha más gente, como ha sucedido del lado brasileño. Los compresores a gas 
oil tienen problemas mucho más grandes en cuanto a su funcionamiento y a la cantidad de gente que 
puede trabajar que los que funcionan a energía eléctrica. En ello y en la parte de la comercialización se 
puede lograr un gran desarrollo. Esas son las dos cosas que estamos atacando. 


El valor que se le agrega a la piedra cuando sale implica pasar de cinco a cincuenta; vale cinco aquí y 
cincuenta en Brasil, sólo por sacarla y llevarla para allá. Por eso es esencial mejorar también el proceso de 
comercialización, pero para ello se necesita volumen, que todos los mineros comprometan su producción. 
Actualmente, se ha reunido casi el 90% de la producción para un compromiso de venta conjunta a través de 
una única comercializadora. Ello permitirá contar con mayor volumen y no depender de que nos compren de 
a uno para mejorar los lotes de mercadería de Brasil, sino que se venda todo en forma conjunta. Además, nos 
encontrábamos con que en el exterior se vendían piedras brasileñas de Artigas, Uruguay, aprovechando la 
calidad y la identificación de la piedra uruguaya para mejorar los lotes; así se vendía nuestra piedra como 
brasileña. En ese sentido trabaja en forma cruzada la DINAMIGE con la Dirección Nacional de la Propiedad 
Industrial y con los mineros en cuanto a marcas de certificación, marca de calidad y denominación de origen, 
que están previstas en la ley de marcas. Entendemos que hay una gran posibilidad de ocupar mano de obra. 


El caso de las arenas negras va a depender de que haya un inversor que entienda que es un buen negocio, y 
eso lo va a decir el mercado. En este caso la situación es distinta a la de las piedras preciosas de Artigas -no 
sé quién las bautizó como semipreciosas- que efectivamente ya tienen un mercado. En el negocio de las 
arenas negras vamos a depender de que alguien quiera hacer la inversión. Me gustaría que el Director de 
Minería y Geología describiera en qué está el trámite de enajenación de las acciones de esa sociedad anónima 
y lo que se ha hecho hasta el momento. 


SEÑOR PUIG.- El dinero que se aprobó a través del artículo 232 de la Ley No. 17.296 correspondía a 
tres etapas; las dos primeras estuvieron a cargo de la Cátedra de Geología de la Facultad de 
Agronomía, que realizó dos informes. El primero de ellos era sobre los antecedentes y los planes de 
trabajo y se presentó a fines del año 2001. A mediados del 2002 presentaron el otro informe, que era el 
estudio de prefactibilidad del yacimiento de arenas negras en la zona de Aguas Dulces. A raíz de ese 
informe se decretó la reserva minera en esa área y se encomendó a la DINAMIGE realizar los estudios 
del yacimiento, que se llevaron a cabo entre agosto y setiembre del 2002. Una vez presentado el informe 
de la DINAMIGE, el Poder Ejecutivo emitió un decreto por el cual lo aprobaba y encomendaba a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo la creación de una sociedad anónima que fuera la dueña de 
ese yacimiento. A partir de la formación de esa sociedad se estableció un plazo de 180 días para la 
enajenación de las acciones. 


En este momento se está preparando un informe para enviar a las distintas empresas del exterior vinculadas 
con la producción de titanio. El informe consta de dos partes: por un lado, hay un enfoque geológico y por 
otro, información sobre la zona. Creemos que una de las virtudes de este yacimiento es su ubicación, puesto 
que tiene energía eléctrica, caminería y población cerca. Otros yacimientos competidores de África están a 
dos mil kilómetros de la carretera más cercana. Entonces, en ese informe se incluye un documental sobre la 
zona donde está ubicado el yacimiento. Esta previsto que el informe sea enviado la semana que viene a los 
distintos países, acompañado de un cuestionario sobre qué tipo de información necesitarían para realmente 
interesarse en la compra del yacimiento. 


Por ese decreto del Poder Ejecutivo nosotros tendríamos que enajenar esas acciones antes de fines de 
noviembre de 2003. Por ahora el cronograma se va cumpliendo. Sin embargo, tuvimos que ampliar el plazo 
de la reserva porque el decreto preveía 90 días para la Corporación, 180 días para la enajenación y 45 días 
para llevar a cabo los trámites mineros. Como los seis meses por los cuales se decretaba la reserva minera no 
alcanzaban para ello, se extendió el plazo. Por lo tanto, la reserva minera está vigente hasta fines de febrero 
de 2004. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- En la 
DINAPYME hubo una modificación en el marco regulatorio de la ley de artesanías y de la ley de 
mejora de la competitividad del sector pymes. En ese sentido, se crearon cuatro programas: el 
programa de incubadora de empresas, el programa de capacitación, el programa de fomento de la 
artesanía y el programa de apoyo a la sociedad de garantía recíproca. En el Parlamento existe un 
proyecto de ley de consorcio de exportación. 


Interesa resaltar que ha habido una obvia modernización del marco regulatorio de la pequeña y mediana 
empresa. En este sentido, lo que la Dirección Nacional de la Pequeña y Mediana Empresa está haciendo, 
entre otras cosas, en coordinación con la Dirección Nacional de Industrias, es trabajar en un Programa 
denominado La Agregación de Valor Industrial a los Productos Provenientes de Sectores Estratégicos. 
Principalmente en eso se están aplicando los fondos que votó el Parlamento a través de la Ley N* 17.581; 
corresponden aproximadamente US$ 50.000 o US$ 60.000 a cada uno de estos cuatro programas. La idea es 
que los cuatro tengan una orientación clara y una coordinación, para que no actúen en forma autónoma. 


Lo que se hizo en este Programa que intenta agregar valor industrial a los productos provenientes de sectores 
estratégicos fue, en primer lugar, identificar los sectores a los que se podía beneficiar. Para eso se 
establecieron cuatro variables: el potencial exportador, el potencial exportador extra MERCOSUR -ya que, 
según los índices, allí es donde hemos ganado mayor competitividad-, la capacidad de generación de empleo 
y la sustentabilidad. Nos parece que no tenemos que volver a aquellos ejemplos en que invertíamos en 
algunos sectores que luego, cuando el Estado dejaba de prestarles atención, caían por no ser sustentables. 


A partir del cruce de estas variables se han identificado los sectores relacionados con la madera y los artículos 
de madera, con los productos alimenticios no tradicionales, con los tejidos de punto, con las maquinarias y 
los aparatos eléctricos y con los productos veterinarios. En ellos se aplican estos programas en lo que son las 
dos caras de la moneda. Una de las caras es el trabajo de capacitación de esos sectores en el lugar donde se 
encuentran. Por ejemplo, en Piedras Coloradas, cerca de Guichón, hay aproximadamente 400 personas 
haciendo cercas de madera que exportan a Estados Unidos; ellos viven y producen en el lugar. La idea es 
capacitarlas para agregar valor a sus productos y mediante una especie de incubadora de empresas fomentar 
su creación y la artesanía. La segunda cara de la moneda es identificar cuáles son los mercados a los que 
pueden tener acceso para vender sus productos, atacando problemas que siempre se tienen en cuanto a las 
garantías, etcétera. 


Es decir que si bien son cuatro programas distintos, están coordinados en un plan general, que es el que 
estamos aplicando. Nos hubiese gustado ir más rápido, pero nos pareció más sensato, en un programa que 
empezamos en febrero o marzo con las Direcciones Nacionales, tener un plan coherente en cuanto a 
identificar los sectores, los lugares, los mercados y a relacionar todos estos aspectos. En eso estamos 
trabajando. En ese sentido, hay un programa de la Agencia Española de Cooperación que también está 
trabajando en el desarrollo local sostenible, que nos parece que tiene que estar vinculado con esto, no 
solamente en lo que refiere a desarrollar pequeñas y medianas empresas y artesanías o a agregar valor 
industrial, sino a que la gente se desarrolle en el lugar donde vive y en el cual se produce la materia prima. 
Esto soluciona temas que no son industriales sino sociales, como la emigración hacia la ciudad, la creación 
de asentamientos por necesidad de viviendas, etcétera. Creemos que con este programa de desarrollo en el 
lugar donde se produce la materia prima estaremos colaborando también con los otros planes. Esta Ley fue 
reglamentada hace algunos meses. 


La Dirección Nacional de Pequeñas y Medianas Empresas atiende consultas en todo el país, hace convenios 
con Universidades -los hemos realizado con una cantidad de Universidades, ya que nos parece que tienen 
mucho para aportar en el relacionamiento con el Uruguay real-, organiza actividades de capacitación a nivel 
nacional, participa en ferias nacionales y hace concursos artesanales. 


Como advertirán en el gráfico los señores Diputados, los temas que tiene a cargo un Ministro de Industria, 
Energía y Minería son muchos y muy variados: los que se atienden a través de la DINAPYME, la propiedad 
industrial, la industria, la energía y la tecnología nuclear. 


En el gráfico figuran los relevamientos de fuentes de radiación y los controles que hace la Dirección 
Nacional de Tecnología Nuclear, a los que estamos prestando especial atención; nos parece que es muy 
importante realizarlos aun antes de que venzan los plazos correspondientes. En este marco, se controlan los 
Rayos X médicos y odontológicos, las clínicas oncológicas, los equipamientos industriales y los equipajes, 
cargas y personas. El total de fuentes y equipos controlados fue de 1.453; es una cifra importante. Se incluyó 
algo que puede resultar novedoso: pararrayos que tenían fuentes de radiación y fueron eliminados de 
circulación porque eran obsoletos; según me informaron, algunos eran de 1910 o 1920. 


El artículo 224 de la Ley N* 17.296 estableció el desarmado del reactor de investigaciones. Solicitaría al 
ingeniero Bermúdez, que ha desarrollado una intensa labor en este sentido -que quizás no es del todo 
conocida-, que informe a los señores Diputados sobre este tema sensible. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- El reactor físicamente estuvo en el CIN, Centro de Investigaciones Nucleares. 
Tenía una cantidad de material fisionable que estaba requerido por el equipo de salvaguarda del 
Organismo de Energía Atómica y en su momento fue retirado; quedaron sólo la parte estructural y 
algunos elementos que estuvieron en contacto directo con el material. Si bien este material no tiene 
radiación propia, técnicamente puede tener algún tipo de radiación secundaria. 


Ya se hizo el retiro total del material -que regresó a origen- y, junto con la Facultad de Ciencias, el CIN está 
trabajando en la segunda parte del proceso, que consiste en descontaminar una pequeña sala que tenía esta 
zona de trabajo y trasladar todos los equipos -los que estaban y los que se generaron, que salieron de servicio 
en estos últimos tiempos- a la zona de seguridad. Para ello estamos utilizando los medios que nos dio el 
artículo y estamos trabajando en conjunto. En primer lugar, se había hecho un estudio muy importante con 
Argentina, según el que se demandaban US$ 40.000 para hacer este trabajo. Evidentemente, tomamos un 
camino distinto; utilizando medios propios y técnicos de la DINATEN tendremos costos muchísimo menores. 


SEÑOR IBARRA.- ¿Todavía quedan recursos de la partida asignada oportunamente por el 
artículo 224? Lo pregunto porque en el detalle presupuestal no encontré información relativa a los 
gastos originados en el año 2002. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- Según 
me informa la contadora, quedan $ 600.000. 


SEÑOR PANDOLFO.- Según observo, los Programas Nos. 714, 716 y 798 tienen importantes 
economías sobre lo asignado; esto muestra una muy alta eficiencia del Ministerio en el cumplimiento 
de sus cometidos. En total, las economías llegan a un 70,2%. De acuerdo con los datos que figuran en el 
Tomo I, en lo que hace a protección radiológica y seguridad industrial la economía fue del orden del 
71,2%; en promoción y desarrollo tecnológico nuclear del 96,5%, y en el Programa N” 798 un 28,8%. 


Me pregunto si con tantas economías sobre lo asignado pudieron cumplir con todos los cometidos de esta 
importante Dirección. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- Lo que 
hemos tratado de hacer, tanto en la DINATEN como en la Dirección de Industrias y en la DINAPYME 
ha sido vincular la actividad del Ministerio con la universitaria. Nos parece que en el pasado ha 
existido una suerte de divorcio entre las dos actividades; es como si se hubiera confundido autonomía 
universitaria -con la que estamos de acuerdo- con aislamiento universitario. A nuestro juicio, son dos 
cosas distintas; una cosa es ser autónomo en la toma de decisiones y otra es que la Universidad esté 
aislada del Uruguay real. 


En este sentido, profundizamos mucho algo que ya había iniciado el ex Director Nacional de Tecnología 
Nuclear, doctor Turcatti: los convenios con las universidades. ¿Qué significa esto? Que instalamos en las 
universidades los laboratorios que tenemos y que no podemos hacer funcionar ni siquiera con ese 
presupuesto, pues allí efectivamente hay técnicos y gente investigando; de ese modo, desarrollamos nuestra 
tarea junto con las universidades. Esta fue la estrategia desarrollada por los doctores Abreu y Turcatti; nos 
pareció muy acertada y la hemos profundizado. 


Ya había convenios firmados en este sentido; los hemos ejecutado y, en algunos casos, hemos vuelto a 
firmarlos, porque tenemos determinados equipos pero, debido al presupuesto de que disponemos, no 
contamos con la gente para hacerlos funcionar y ellos sí tienen los técnicos. Por ende, también cumplimos la 
otra finalidad: ponemos a funcionar los equipos y sumamos a las universidades a la investigación, mientras 
cada uno desarrolla sus actividades específicas. 


Creo que la mayor parte de la explicación de ese ahorro pasa por este hecho; las universidades -la pública y 
las privadas- nos permiten brindar mejores servicios que los que ofreceríamos nosotros solos. 


SEÑOR PATRONE.- ¿De qué universidades privadas estamos hablando? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- Hemos 
firmado convenios con la Universidad Católica y con la Universidad de Montevideo. En el caso del 
Ministerio de Turismo, recientemente firmamos un convenio con la Facultad de Arquitectura de la 
Universidad de la República. Esto es lo que recuerdo, pero le puedo mandar copias de todos los 
convenios que hemos firmado. 


SEÑOR PATRONE.- Me interesa conocer el dato específicamente en el caso de la DINATEN. 
SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- Tengo 


la certeza de que la DINATEN firmó convenios con la Universidad Católica, pero quizás su Director 
pueda complementar la información. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- En el tema de los reactores hemos firmado convenios con las Facultades de 
Ciencias y de Química. La DINATEN también está trabajando con la Facultad de Agronomía, que ha 


recibido importantes equipos a través de nuestra Dirección. Además, en el pasado transferimos equipos 
a la Facultad de Veterinaria. 


Hay un detalle respecto a algunos de los convenios que estamos firmando que en poco tiempo estará en la 
página web de la DINATEN, pero algunas informaciones ya se pueden ver en la de la Dirección Nacional de 
Energía. Estamos hablando del año pasado por lo que, evidentemente, hacemos referencia a todo el trabajo 
que se realizó durante la anterior Dirección. Nosotros, simplemente, estamos profundizando ese trabajo. 


SEÑOR PATRONE.- Mi intención era saber si esa pluralidad correspondía al conjunto del Ministerio 
o especificamente a la Dirección Nacional de Tecnología Nuclear. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- Si el 
señor Diputado lo desea, podemos enviar la lista de los convenios firmados, tanto con Universidades 
públicas como privadas y con Facultades de todo tipo. Nos parece que tenemos que acercarnos al 
ámbito universitario, sobre todo de investigación; ellos también se están acercando a nosotros. 


SEÑOR PANDOLFO.- Agradezco las respuestas a las consultas que realicé. Creo que esa política de 
coordinación entre los distintos actores del Estado es fundamental para lograr los mismos objetivos 
con una racionalización de los gastos muy importante. Me parece que esto se debería impulsar en otras 
ramas de la investigación, de la salud y de otras actividades nacionales. 


Por lo tanto, estamos totalmente de acuerdo con la estrategia implementada. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, E INTERINO DE TURISMO.- Por 
otra parte, las operaciones en el gasoducto también fueron parte de lo que se hizo el año pasado. Aclaro 
que en esto el Ministro actual tuvo muy poco que ver, porque el gasoducto Cruz del Sur se inauguró a 
los diez días de asumir el cargo. Nos pareció que en la Rendición de Cuentas debía incluirse este tema, 
pero debemos reconocer que quien llevó adelante la tarea fundamental en esto fue el anterior Ministro, 
doctor Sergio Abreu. 


Hasta aquí, nuestra presentación. 


SEÑOR PANDOLFO.- Previamente a las preguntas relativas a la Rendición de Cuentas quiero 
referirme a otro tema. 


El señor Ministro se refirió a una situación que comparó con las causales que originan un huracán. Según 
recuerdo, mencionó el atraso cambiario, la aplicación indiscriminada de la apertura comercial y la crisis 
financiera que vivimos el último año como las causales de la baja actividad en algunas Direcciones del 
Ministerio y de la baja recaudación, por ejemplo, en los fondos de libre disponibilidad. 


La visión que tengo sobre este tema es otra, pero quiero saber si en el Ministerio hay algún registro del 
número de cierres de plantas industriales. Se mencionó que alrededor de trescientos comercios habían dejado 
la actividad pero ¿hay algún registro a nivel de plantas industriales? 


Nuestra visión es que la falta de una política que impulse el desarrollo industrial data de muchos más años 
atrás. Inclusive, hace pocos días me encontré con el ex Ministro Abreu -que venía de hacer una disertación en 
un foro de integración y MERCOSUR- y me comentó que en un viaje en el que acompañó al señor 
Presidente a México, había concretado negocios de exportación de autopartes por US$ 500:000.000. Le 
pregunté dónde pensaba encontrar las plantas industriales que pudieran producir todo ese monto de producto 
para exportar y me contestó: "Ese es uno de los problemas". 


Entonces, creo que el problema no solo tiene que ver con esos tres ejes que se vinculan a la crisis de la 
industria. La falta de una política de impulso al desarrollo industrial data de hace muchos años. 


Repito que, concretamente, quería saber si existe algún registro de plantas industriales que determine cuántas 
había antes y cuántas hay después de la crisis de 2002. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- Me 
informa el Director Nacional de Industrias que ese registro no existe. 


Quiero hacer una apreciación. Yo no dije que esos elementos habían influido en la industria sino que habían 
tenido impacto en el desarrollo de la actividad del Ministerio. Tampoco me referí a la crisis financiera del año 
pasado. Lo que dije fue que había que sumar el atraso cambiario, la apertura indiscriminada y que ni siquiera 
se bajaron los costos del Estado y, por ende, la carga impositiva. No mencioné la crisis del año pasado, 
porque me parece que no podemos adjudicar exclusivamente a ella el cierre de plantas industriales. Creo que 
esos tres elementos -la apertura indiscriminada, el atraso cambiario y la falta de capacidad en bajar los costos 
del Estado- son parte de lo que ocasionó la crisis. Mientras existían barreras, todos los costos del Estado se 
podrían trasladar a esas ineficiencias, pero un día se acabaron las barreras, los costos siguieron y se sumó el 
atraso cambiario. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- En primer lugar, quería hacer una pregunta -no sé si decir de orden 
institucional- que nos parece absurdo no realizar. 


En la mañana de ayer el actual señor Ministro de Educación y Cultura, en su rol de Ministro de Deporte y 
Juventud comunicó -dijo que lo hacía de manera expresa y formal- a esta Comisión que en los próximos días 
el Ministerio de Deporte y Juventud iba a ser asignado, con prescindencia del avance de la ley que modifica 
lo institucional, al doctor Bordaberry. Naturalmente, algunos expresaron su sorpresa por el hecho de que una 
persona estuviera a cargo de tres Ministerios. El señor Ministro aclaró que nunca se había pensado en tres 
Ministerios y que el de Industria, Energía y Minería iba a tener otro responsable. Esto consta en la versión 
taquigráfica y fue dicho en el día de ayer por el señor Ministro manifestando, reitero, en forma expresa la 
autorización del señor Presidente de la República para hacerlo. 


En este sentido, estamos en una situación peculiar: tenemos un Ministro de Industria, Energía y Minería que 
está hace muy poco tiempo, y ayer de mañana nos dijeron que dejaría el cargo. 


Entonces, lo primero que quisiera es que el propio Ministro de Industria, Energía y Minería nos hable de este 
tema. Inclusive, en el día de ayer hasta se nos sugirió que le hiciéramos preguntas sobre la perspectiva en el 
Ministerio de Deporte y Juventud, como recordarán los legisladores aquí presentes. No sé si el doctor 
Bordaberry -ya no está claro con qué Ministerios quedará a su cargo- tuvo ocasión de leer la versión 
taquigráfica de ayer, pero nos parece de orden que la Comisión escuche si tiene algo que decir al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- Creo 
que se ha dado una situación particular. 


Cuando el año pasado el Poder Ejecutivo envió el proyecto de ley para fusionar los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería y de Turismo, consideró lógico que mientras se estudiaba la iniciativa estuviera en el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería y de Turismo la misma persona. Me parece que se colocó al Poder 
Ejecutivo -en esa decisión no participé porque no correspondía; en definitiva, a mí se me pide que trabaje en 
un lugar y yo trabajo allí; voy a ir donde el señor Presidente de la República entienda que puedo aportar algo 
al Gobierno y al país- en una situación muy particular, porque mientras se estudiaba ese proyecto, tenía que 
nombrar un Ministro que quizá iba a actuar por pocos meses, si se aprobaba la ley. Si en ese momento se 
hubiera nombrado un Ministro de Turismo o de Industria, Energía y Minería distinto, Subsecretarios y 
Directores Generales, y después se aprobaba la fusión de ambos Ministerios, se lo habría hecho por tres o 
cuatro meses. Entiendo que eso fue lo que sucedió. 


Evidentemente, el Parlamento no se ha pronunciado rechazando ni aprobando ese proyecto. Confieso que he 
visto sobrecargada mi tarea con los dos Ministerios, y bajo ningún concepto me parece que uno puede estar 
tanto tiempo con tres Ministerios. No es posible. Por más que uno no debe decir "de esta agua no he de 
beber", para hacer bien su tarea, con tres Ministerios a su cargo sería un poco difícil. 


Respecto a la fusión del Ministerio de Deporte y Juventud con el de Turismo, quien tiene la palabra ahora es 
el Parlamento Nacional y no el Poder Ejecutivo, porque se envió el proyecto correspondiente. 


Si el señor Presidente de la República estima que una vez fusionados ambos Ministerios debo ser yo quien se 
haga cargo, lo valoraré en ese momento cuando me lo proponga, hablaré con él, le contaré cuáles son mis 
ideas y mi visión al respecto, y juntos tomaremos la decisión. 


Si significa que deba seguir en el Ministerio de Industria, Energía y Minería y no en el Ministerio de Deporte 
y Juventud, fusionado con el de Turismo, también lo valoraré con el señor Presidente de la República. 


Evidentemente, el doctor Guzmán cuenta con más información de la que tengo yo. Si el señor Diputado hoy 
me pregunta algo sobre el Ministerio de Deporte y Juventud, seré bien claro y le diré que no tendré las 
respuestas. 


Espero haber tenido todas las respuestas posibles cuando vine a informar sobre el Ministerio de Turismo y 
también espero haberlas tenido en el día de hoy, cuando concurrimos a responder por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. 


Me permito hacer una apreciación. Los Ministerios están -así lo entiendo yo- muy por encima de quien ejerce 
el cargo de Ministro. El Ministerio de Industria, Energía y Minería es mucho más que la persona que ejerce la 
titularidad; el Ministro tiene responsabilidad política y para fijar las políticas en estos asuntos. Como hoy 
puede verse, el Ministerio de Industria, Energía y Minería es industria, es energía, es minería y geología, es 
tecnología nuclear, es pequeña y mediana empresa, es propiedad industrial. Me animo a decir que todos estos 
son temas de imposible especialización para una sola persona. Quien diga que domina, como técnico 
especializado, la industria, la energía, la tecnología nuclear, la pequeña y mediana empresa, la propiedad 
industrial, y la minería y geología, está faltando a la verdad. 


En mi caso, tuve la suerte de haberme especializado en mi actividad profesional en propiedad industrial, en 
propiedad intelectual. A eso me dedicaba antes de asumir este cargo. Ese es uno de todos los rubros de 
especialización de los que se ocupa este Ministerio 


Creo que va un poco más allá de eso. 


Reitero que no voy a contestar sobre el Ministerio de Deporte y Juventud, por más que creo que Uruguay está 
haciendo un buen papel de la mano de Juan Ramón Carrasco. Pero esta es una opinión muy personal. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Formulamos la pregunta, en primer lugar, porque nos pareció una 
obligación desde el punto de vista de la lógica de la Comisión y de las informaciones que trasladan los 
integrantes del Poder Ejecutivo. 


En segundo lugar, lo hicimos sin ninguna connotación de juicio personal, pues apreciamos demasiado el 
trabajo que el doctor Bordaberry ha realizado como Ministro de Turismo, quien se ha dedicado en forma 
sistemática y permanente. También compartimos lo que acaba de manifestar sobre la complejidad del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


En términos de valoración política decimos que tal vez haya una similitud en términos contables con respecto 
al Ministerio de Industria, Energía y Minería en el Presupuesto Nacional, con cifras irrelevantes, montos de 
inversión que prácticamente no existen y que no se ejecutan o se ejecutan parcialmente. Hace un momento se 
hablaba de minería y nosotros pensábamos que ojalá se hablara mucho más sobre eso, porque son los temas 
reales, los que hacen a la vida de la gente, al empleo, a la significación de la parte productiva del país, tal 
como muy bien desarrolló el señor Ministro 


Así como en lo económico tiene esa insignificante relevancia, algo similar está sucediendo con el ciudadano, 
tenga el nombre que tenga, que esté a cargo de encarar, desde el punto de vista institucional -con la 
responsabilidad del Poder Ejecutivo-, la industria del país. No se nos ocurriría creer que en un área de 
responsabilidad del sistema bancario, en el que hubo cambios nítidos, durante mucho tiempo se estuviera en 
una especie de zona en la que no es claro quién va a continuar. 


Esto lo sentimos como una responsabilidad global del Poder Ejecutivo y no personal del doctor Bordaberry. 
Nos parece obligatorio decirlo. 


En este marco uno siente limitadas las posibilidades de interrogar sobre una gestión que no fue de su 
responsabilidad, en un año en el que no va a estar al frente, de acuerdo con la información oficial de que 
disponemos. 


En definitiva, el actual Ministro no tiene en el eje de su actividad ese tipo de políticas. 


De todas formas, queremos hacer algunas preguntas sobre temas particulares. El señor Ministro habló sobre 
la pequeña y mediana industria -PYMES-, pero sobre la industria en su conjunto estamos, por un lado, en un 
momento de explosión de la crisis -a partir de la mitad del año pasado- y, por otro, en un violento cambio de 
las relaciones de competencia. Recién se hizo referencia a posibilidades externas. Es un momento 
especialísimo en el que el Estado tendría que estar ayudando, aportando, volcando esfuerzos a la puesta en 
marcha de unidades productivas que están en dificultades, o al surgimiento de unidades productivas. 


Uno pensaría que esta tendría que ser una de las áreas en que los flacos pesos que existan, en una situación de 
crisis, tienen que ser invertidos. Hace unos meses el señor Ministro habló de Comisiones creadas en forma 
conjunta con la Cámara de Industrias para analizar diversos temas y sus vinculaciones con el área laboral, a 
través del departamento de industrias del PIT-CNT. Nos interesa mucho saber cómo está interactuando el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería en la crisis y qué aportes se están haciendo para ese surgimiento. 


En segundo lugar, queremos referirnos a algo muy específico, pues se habló mucho sobre varios aspectos de 
la minería. Es un gran tema, pero hoy no es la oportunidad para plantearlo. 


Se va a llamar a subasta para los privilegios o permisos de explotación de las arenas negras de Rocha. 


Hace un tiempo le dijimos al entonces señor Ministro de Industria, Energía y Minería que nos parecía de 
enorme importancia que ese llamado a subasta no abarcara la totalidad del territorio. Es muy claro que el 
territorio donde se ha hecho la reserva, de ser ciertas las estimaciones, tiene valores muy grandes. Según nos 
informan los técnicos que hemos consultado, para iniciar una explotación no hace falta ese volumen de 
estimación; se inicia sobre un área parcial. Si hay una primera inversión que efectivamente tiene rendimiento, 
cambia radicalmente el valor del resto. Hace un tiempo dijimos: "¡Por favor, subastemos una parte, pero 
reservemos el resto, que puede tener un cambio de valor sustancial si una primera inversión da resultado!". 


Por lo que recién se manifestó parecería que se va a subastar en conjunto. No sabemos si fue un problema de 
lenguaje; en todo caso, lo queremos preguntar y decir en forma muy expresa. 


La tercera pregunta tiene que ver con los ingresos extrapresupuestales del Ministerio. Como se ha visto -y 
creo que es parte de lo que decíamos inicialmente sobre prioridades-, más de la mitad de los ingresos del 
Ministerio son por la vía de los de libre disponibilidad, tanto en gastos de funcionamiento como en 
inversiones. Es una situación realmente atípica. En todo caso, una reciente ley -que nosotros no 
acompañamos con nuestro voto, pero es ley- habría significado un cambio de asignación de algunos de los 
cánones que estaría teniendo repercusiones muy fuertes sobre los ingresos reales y continuos de los 
funcionarios del Ministerio. Nos preocupa esto enormemente, porque en este marco, como se desprende de 
nuestras palabras, le asignamos a este Ministerio una enorme importancia y un rol a jugar; si todavía lo que 
hacemos es golpearlo duramente, ya no solo es la inercia sino es ir para atrás. 


Queremos saber cómo está planteado este tema, no solamente en términos legales -más o menos, queremos 
entenderlo-, sino desde el punto de vista fáctico, que es lo que realmente va a suceder. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO.- El 
señor Diputado planteó tres temas: el de la industria, el de la subasta de las arenas negras y el de los 
ingresos de la Ley No. 17.598 que fueron destinados por ley a la Unidad Reguladora del Servicio de 
Energía y Agua, y cómo repercute eso en los salarios de los funcionarios del Ministerio de Industria. 


Voy a reiterar lo siguiente. A mi juicio, más que el tema de que un ciudadano esté al frente de dos, tres o un 
Ministerio, lo que uno debe plantearse siempre es la tecnificación y los recursos adecuados para que las 
distintas direcciones, institutos, organismos o Ministerios, se dediquen a esas tareas. 


En los últimos nueve o diez meses he dedicado doce o catorce horas por día de trabajo a ambos Ministerios. 
Eso ha sido posible en la medida que tenemos Directores Nacionales que son técnicos especializados en las 
tareas, que tienen el deber de llevarlas a cabo, y a quienes uno le da la orientación y el soporte político, 
porque la responsabilidad política es de uno. 


Cuando tuve la oportunidad de acompañar al señor Presidente de la República a Brasilia a reunirse con el 
señor Presidente del Brasil, cada Ministro que lo acompañaba se reunió con su par brasileño. El Ministro de 
Relaciones Exteriores con un Ministro, el de Transporte y Obras Públicas con dos: el de Transporte y el de 
Obras Públicas y el de Industria, Energía y Minería, con cuatro: el de Industria, el de Energía, el de Minería y 
el de Tecnología. Yo creo que eso es sensato, porque está bien que Brasil con 180:000.000 habitantes tenga 
32 Ministerios y no sería sensato que Uruguay con poco más de 3:000.000 de personas tuviera 32 
Ministerios, o tuviera uno de Industria, otro de Energía, otro de Tecnología y otro de Minería como Brasil. 


Esto es posible hacerlo en la medida que los señores Directores Nacionales cumplan su tarea, tengan sus 
planes, cuenten con sus recursos y sean técnicos capacitados -yo tengo la total convicción de que lo son- para 
desarrollar sus tareas. 


En el caso de Industria, el Ministerio sigue con la misma persona que estaba en los últimos dos años en la 
Dirección Nacional de Industria, el ingeniero Washington Durán. O sea que la estrategia que se ha seguido en 
el país y que sigue aun hoy en el tema de la industria es la misma que venía ejerciendo desde el primer día 
este Gobierno. Entre otros motivos, porque con la estrategia que estaba desarrollando el doctor Sergio Abreu 
-como lo dije hace un rato- estoy de acuerdo. Quizá el Ministro le pueda agregar una suerte de impronta 
personal en la ejecución, en el relacionamiento con otros Ministerios y con el Parlamento. No me quiero 
poner como ejemplo, pero es notorio que en la actualidad el señor Ministro de Economía y Finanzas tiene un 
relacionamiento con el Parlamento distinto al que han tenido otros Ministerios de Economía y Finanzas en el 
pasado. 


En ese sentido ¿cuál ha sido nuestra impronta o qué es lo que hemos tratado de hacer para llevar a cabo las 
mismas estrategias e ideas que llevaba a cabo el doctor Abreu? Algo que hemos tratado de hacer en todo 
momento en todos los lugares que hemos estado es trabajar juntos y en forma coordinada con los demás 
actores involucrados en el área, sean Universidades, o actores privados. En ese sentido, allá por el mes de 
febrero, junto con el Ministerio de Economía y a solicitud del Ministerio de Industria, creamos equipos de 
trabajo junto con la Cámara de Industrias, la Unión de Exportadores, para aprovechar esa coyuntura a la cual 
el señor Diputado Ponce de León hacía referencia hoy, justamente razonando de la misma forma en que él 
está razonando hoy. Hay una coyuntura que es mala en cuanto al mercado interno, pero que es de oportunidad 
en lo que refiere a las exportaciones y así se está viendo: en el mes de julio hubo un notorio aumento de las 
exportaciones y de las importaciones. Reitero, no es solamente mérito de la Dirección Nacional de Industrias 
o del Ministerio, sería un error enorme atribuirles el aumento de las exportaciones en determinados sectores. 
Lo que ocurre es que han cambiado las condiciones del atraso cambiario y la competitividad. 


Los equipos de trabajo rápidamente terminaron con algunas cosas que, a nuestro juicio, afectaban en forma 
negativa el desarrollo. Una de ellas era esa discusión -ya clásica en nuestro país- entre el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y el de Economía y Finanzas, acerca de si a partir de junio íbamos a prorrogar o 
no el régimen de devolución de impuestos. Creo que, desde el punto de vista de la industria, esto se zanjó de 
la mejor forma posible: se prorrogó hasta el final de este Período de Gobierno el régimen de devolución de 
impuestos. Eso fue muy importante por muchos motivos. Uno de ellos es que, de esta forma, la industria 
nacional es más competitiva y se trata de algo necesario; de lo contrario, no hubiera peleado por ello. 
Además, esto da reglas claras y seguras, con un panorama más largo al sector. Uno no puede tomar 
decisiones de inversión o de cualquier tipo si en el mes de junio no conoce cuáles van a ser las reglas de 
juego. Por ende, una de las primeras medidas fue definir las reglas de juego, ir hasta el final y permitir que se 
tomaran decisiones, se invirtiera, se trabajara, se estudiaran los mercados y se calcularan costos. Creo que eso 
es lo mínimo que se puede pedir al Poder Ejecutivo y al Estado en su conjunto: que haya reglas claras y 
conocidas de antemano a fin de que los particulares puedan desarrollar su actividad. De lo contrario, es 
imposible desarrollar nada; como resulta obvio, no es necesario profundizar en ese aspecto. El decreto 
involucrado fue emitido en marzo o abril. 


El segundo aspecto fue la amortización acelerada a los efectos de cálculo del Impuesto al Patrimonio. A fines 
de julio se dictó un decreto para declarar promovidas una serie de actividades comerciales y de servicios; 


inclusive, para permitir que quienes desarrollan esas actividades importen equipamiento, con los 
consiguientes beneficios que ello implica. Esto nos parece importante porque hay un error de las normativas 
pasadas, que de a poco tenemos que tratar de eliminar: muchas veces requerimos del Estado una autorización 
para que alguien se considere dentro del régimen de promoción. Eso es un error, porque si alguien está 
desarrollando una actividad que el Estado considera prioritaria y que se debe promover, automáticamente 
debe tener acceso a esos beneficios y no depender de la voluntad del Ministro de turno. Si está dentro de las 
reglas y de la normativa, debe tener derecho de acceso por encima de la voluntad del Ministro. Hablando en 
criollo: no le tiene que deber un favor al Ministro por adoptar una resolución sobre un derecho que tenía 
porque estaba desarrollando una actividad promovida. A eso estamos apuntando con el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Los equipos de trabajo han seguido trabajando en temas quizás más complejos. Actualmente, están 
trabajando en algo que debiera terminar en la elaboración de una norma que, seguramente, requerirá sanción 
del Parlamento. Hoy el Estado está gastando menos dinero. Lo hemos visto: a menor recaudación de rubros 
de libre disponibilidad, el Ministerio de Industria, Energía y Minería ha gastado menos dinero. No sé qué 
hubiera sucedido si no hubiéramos tenido esa limitación, si no habríamos gastado más. Sin embargo, nos 
parece que si empiezan a mejorar la actividad y las exportaciones -como los números parecen indicar- y el 
Estado comienza a recaudar más, no por eso tiene que volver a gastar más; al menos no tendría que gastar 
más en funcionamiento. Podrá gastar más en inversión o en vivienda, pero no en funcionamiento. 


¿Cuál es la forma de evitar que vuelva a gastar quien hoy está gastando menos porque cuenta con menor 
cantidad de dinero? Limitando el ingreso desde el punto de vista impositivo. Eso juega a favor de la industria. 
Decimos esto porque si en la previsión presupuestal del Estado un sector industrial está aportando diez este 
año y el Estado ha hecho su previsión en base a esa cantidad, tiene que cobrarlos, pero si la industria va a 
aportar veinte el año que viene, los diez de diferencia deberían ser exonerados y transformarse en un 
beneficio que da el Estado. De esta forma se cumpliría con dos finalidades: evitamos que el Estado gaste más 
y le ponemos una zanahoria al sector privado para que produzca más, porque sabrá que por encima del 
mínimo -esos diez- va a pagar menos o no va a hacerlo en absoluto. 


Lo mismo debiera pasar -estamos trabajando al respecto en otro equipo- con las tarifas de los servicios 
públicos. Todo ente público tiene hoy en su tarifa un costo fijo, un costo variable, impuestos y ganancia. El 
costo variable habrá que seguirlo pagando pero el costo fijo, la ganancia y el impuesto que hay en la tarifa, si 
se produce mayor venta de servicios, pueden asociarse al industrial que realiza el consumo. En esa línea se 
está trabajando desde hace tres o cuatro meses, pero elaborar esas propuestas no es algo tan sencillo como 
discutir si vamos a tener devolución de impuestos o no. Esto requiere identificar los sectores, la recaudación 
y los mecanismos legales a proponer al Parlamento. En eso estamos trabajando en estos momentos. 


Asimismo, estamos trabajando en el tema de las compras del Estado. Ahí también hay una cosa paradójica: 
por un lado, defendemos la prioridad que tenemos los uruguayos de venderle al Estado y, por otro, nos 
quejamos del costo que éste tiene. Estamos de acuerdo en asegurar esto, en no darle beneficios a nadie y que 
tampoco el Estado pague más caro. Se debe balancear la defensa al consumidor con la actividad. 


La semana pasada fui invitado por el Consejo Directivo de la Cámara de Industrias y, junto con ellos y con el 
Ministerio de Economía y Finanzas, hemos resuelto dar un plazo de veinte días -no más- a los equipos de 
trabajo para que nos presenten su estado de situación y sus resultados. Obviamente, llega un momento en que 
la cosa sale del nivel técnico y pasa al político, al de decisión. En esa situación estaremos dentro de veinte 
días. No sé si en ese momento estaré aquí o con los Juegos Panamericanos, pero al menos ese trabajo va a 
estar hecho, más allá de quién ocupe el lugar del Ministro de Industria, Energía y Minería. 


El señor Diputado sabe del trabajo que hace la Dirección Nacional de Industrias en cuanto a tratar de 
reactivar algunas empresas con posibilidades, ya sea en el Departamento de Colonia, de Montevideo, o en 
otros. Al respecto, se está trabajando en la búsqueda de inversores aplicando la misma estrategia. Los bancos 
acreedores de esas empresas, la Liga de Defensa Comercial que representa el Juez, la Dirección Nacional de 
Industrias, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, los sindicatos y los posibles compradores, estamos 
trabajando juntos en forma coordinada. Se acabó el tiempo y no tenemos margen para no trabajar juntos. Nos 
parece que esa es la forma de hacerlo, de igual manera -coordinadamente- en que lo hicimos con los otros 
sectores para desarrollar esas actividades. 


Confieso que la subasta de las arenas negras en Rocha, me suscita sentimientos encontrados. Analizo los 
estudios y me doy cuenta de que esto tiene una buena posibilidad. Les voy a contar lo que pasa por mi cabeza 
con total cristalinidad. Me pregunto por qué nadie denunció esto antes. Cómo es posible que un día el Estado 
lo denunciara, para darlo en sociedad y rematarlo; de golpe el Estado es más inteligente que todos los 
privados que andan por ahí denunciando yacimientos. ¿Por qué lo encontramos nosotros y no otro? Le voy a 
dar mérito al señor Diputado Arrarte que ha empujado este tema de una forma tremenda. Me animo a decir 
que al menos dos veces por semana me hace un llamado al Ministerio por este tema. Hoy hay una asignación 
de una zona a una sociedad anónima que se va a rematar, pero nuestra gran preocupación es tener un 
producto tan atractivo como para que venga un inversor y, efectivamente, invierta en la explotación. Y no 
sólo por los ingresos que significará para el país sino, fundamentalmente, por la expectativa que crea en un 
departamento que está atravesando un momento muy complicado. Entonces, cuando se habla de qué área se 
asigna, uno piensa que asignando hasta aquí o hasta allá, quizá no se alcance el volumen adecuado. Entonces, 
la pregunta que formulo a los técnicos es la siguiente: ¿qué área es la que efectivamente haría rentable una 
inversión de este tipo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ha habido consultas de empresarios interesados en conocer cómo va 
evolucionando el contrato entre la sociedad anónima que creó la Corporación Nacional para el Desarrollo 
para la explotación de las arenas negras y el Estado? ¿Hay grupos empresariales interesados en conocer los 
términos del acuerdo? Lo pregunto porque eso es lo que luego se va a subastar a través de la venta de las 
acciones. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA E INTERINO DE TURISMO. Sí, han 
existido consultas. Creo que es muy acertado lo que está haciendo la Dirección Nacional de Minería y 
Geología porque no se está limitando a decir a la sociedad anónima con derecho de explotación: 
"Preséntese y arréglese". No; lo que está haciendo es decir: "Le voy a presentar el área, le voy a 
presentar el lugar, le voy a decir que tiene un puerto de aguas profundas bien cerca, le voy a llevar al 
señor Ministro de Transporte y Obras Públicas" -como lo llevaron a Rocha- "para decirle cuáles son 
las posibilidades de ese puerto, le voy a decir cuáles son los caminos y las carreteras". Como bien se 
dijo, hay otros yacimientos en el mundo. Sí, hay algunos en África que están a dos mil kilómetros de la 
carretera más cercana. Y no hablamos del puerto. 


El gran tema que siempre tenemos en Uruguay es la escala. Pero, ¿cómo sabemos cuál es la escala? Haciendo 
lo que hace la DINAMIGE: enviando a los posibles interesados cuestionarios para conocer los temas sobre 
los que quieren profundizar. Es decir que no estamos encerrados entre cuatro paredes diciendo: "A nuestro 
juicio el área tiene que ser esta, lo que vamos a dar es esto, el que se presenta, se presenta, y el que no se 
presenta, no se presenta". Creemos que tenemos una expectativa mucho mayor. No estamos jugando en el 
estadio a puertas cerradas. Tenemos toda la tribuna desesperada en Rocha por ver qué hacemos con esto. 
Tenemos mucha más presión que todos y, por ende, tenemos que conjugar el deber de no dar más de lo que 
hay que dar, con la necesidad de que efectivamente surja un inversor. Eso es lo que estamos tratando de 
conjugar. Allí hay un área otorgada a la sociedad anónima y un área de posible explotación. Además, no 
depende de nosotros. Seamos realistas; nosotros podemos decir que vamos a dar 100 o 200 y excluir el resto, 
pero mañana, cuando se presenten ellos o cualquier otro y digan "pido derecho de actividad minera, 
prospección, exploración o explotación sobre el resto del área", se la tendremos que dar porque la ley así nos 
lo impone. En realidad, lo que estamos dando es algo que ellos van a tener igual; se lo estamos dando 
reservado. Si alguien quiere explotar esa área, se presenta y adquiere las acciones. 


En definitiva, nos parece que tenemos que tener un producto lo suficientemente atractivo como para que se 
presenten. Yo siempre pongo el ejemplo del soltero al que le preguntan cómo quisiera que fuera su mujer. 
Seguramente pondría una cantidad de cosas en la lista: que midiera 1,75 metros de altura, que tuviera 90, 60, 
90 centímetros de medidas, ojos celestes o verdes, que fuera morocha o rubia, que supiera cocinar, que le 
gustara ver partidos de fútbol, que le dejara manejar el control remoto. Después la mujer es otra y tiene otras 
cosas que le hemos encontrado. 


¿Qué es lo que estamos tratando de hacer nosotros con las arenas negras? Saber cómo quiere el inversor que 
sea la mujer. En definitiva, eso es lo que estamos tratando de saber. ¿Cómo? Enviando cuestionarios a todos 
los posibles interesados para que nos hagan saber en qué quieren profundizar. ¿Necesitan caminería? Acá 
está. ¿Necesitan un puerto? Acá está. ¿Necesitan un área más grande? Vamos a verlo y lo vamos a hacer igual 
para todos. Nos parece que esa es la forma de minimizar los riesgos de que esto sea un fracaso. 


Y reitero mis dudas del principio: a mí me llama la atención que antes nadie haya hecho lo que hicimos 
nosotros, que creamos la sociedad y conseguimos el derecho. Nosotros fuimos, a través de la aprobación del 
Parlamento, los que invertimos en los estudios para conocer la potencialidad de esto. 


Y vamos al tema quizás más complicado de esta mañana, que es el de la Ley N* 17, 598 de creación de la 
Unidad Reguladora de los Servicios de Energía y Agua. En el inciso cuarto de su artículo 17 establece que no 
deben pagar tasa de control del marco regulatorio de energía y agua aquellas actividades que a la fecha de 
vigencia de esta ley se encuentran gravadas por el mismo concepto en virtud de lo establecido en el contrato 
de concesión respectivo. Allí se establece también que las sumas correspondientes se destinarán igualmente a 
la financiación del presupuesto aprobado de la URSEA. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería tenía estos contratos de concesión a los que hace referencia la 
ley -indudablemente el legislador estaba pensando en ellos al hacer esta referencia- y que establecían un 
canon de control. Por ende, esas sumas -como dispone la ley- se destinan a la financiación del presupuesto de 
la URSEA. 


Aquí hay dos partes, y yo creo que es como en los divorcios: los dos tienen la culpa. Por un lado, la inclusión 
de esto parece sensato. Si el Ministerio de Industria, Energía y Minería estaba llevando a cabo las tareas de 
regulación y de control y por eso recibía una suma en el contrato y de acuerdo con la ley ahora no va a 
desarrollar esas tareas, no debería generar recursos para aplicar a tareas que no va a cumplir. Esa es la lógica 
contable: si no va a hacer más esas tareas, que no cobre más por ellas. Por eso la tasa es también muy clara. 
La ley establece que la tasa se destina a la URSEA para actividades que no estén en los contratos. Eso es de 
toda lógica. El problema es que existía una norma en el Presupuesto del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería que decía que parte de esos cánones se destinaban a libre disponibilidad; es decir que una parte iba a 
gastos de funcionamiento y otra parte a retribuciones personales. Si esto en los hechos se aplica, hay una 
rebaja en las retribuciones personales de los funcionarios. 


Aquí hay parte de acierto y parte de error. Cuando uno en las normas vigentes ata su retribución a recursos 
que van variando en el tiempo, porque dependen de la recaudación, algunas veces genera mayores ingresos y 
otras menores ingresos. Lo que esta norma está consagrando es la eliminación de la posibilidad de generar 
mayores o menores ingresos porque parte de esa norma se destina a rubros de libre disponibilidad y otra parte 
a retribuciones personales. A mi juicio existe un camino intermedio, y como se habrá dado cuenta el señor 
Diputado, los caminos intermedios no por ser transaccionales sino porque contemplan todas las perspectivas 
y todos los intereses, por lo general son los acertados. Ese camino intermedio a mi juicio pasa por la oración 
final del inciso cuatro del artículo 17 de la Ley N* 17.598. Este establece que se destinarán a la financiación 
del presupuesto aprobado de la URSEA. En consecuencia, ¿cuál es el presupuesto aprobado de la URSEA? 
Todavía no está. Por ende, lo que hemos estado reclamando en estos meses es que nos eleven el presupuesto. 
Creo que la URSEA tiene que hacer el esfuerzo solidario que están realizando todos los organismos del 
Estado -por lo menos aquellos en los que yo estoy- de ajustar al máximo su presupuesto. Si lo hace -como 
creo que corresponde- se podrá plantear al Parlamento o a través de las normas presupuestales una 
disposición que habilite que la diferencia entre ese presupuesto y la efectiva recaudación por la tasa, etcétera, 
se destine a paliar el problema causado por un olvido o un descuido del legislador. Insisto: partiendo de una 
lógica irrefutable, si uno no controla ni regula más, no se le dan más recursos para ello, y eso es cierto. Pero 
el Parlamento, razonando con esa lógica irrefutable, no se percató de que esto incidía en las retribuciones 
personales de los funcionarios. 


En esa línea estamos trabajando; esperamos que la URSEA eleve su presupuesto para conversarlo. Ya 
tenemos determinado el monto total de recursos a los que la URSEA puede recurrir y cuánto repercutiría esto 
en el salario de los funcionarios, que no llegaría al 10% de los recursos autorizados para la URSEA. 


Reitero que esperamos que la URSEA ajuste su presupuesto y que juntos podamos elevar una norma para 


solucionar este problema; estoy seguro de que la disposición contará con el apoyo de todas las bancadas, 
porque apunta a solucionar un tema presupuestal menor que creo que se suscitó por error. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro y a los demás jerarcas que lo acompañan 
toda la información que nos han suministrado. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 32) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


